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Cordial saludo, 

De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como 
memorial para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el 
aplicativo siglo XXl podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y 
hora de recibo. 

Atentamente, 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administrativos 

Sede Judicial  CAN
CAMS

De: Diana Marcela Roa Salazar <droa@minsalud.gov.co>
Enviado: viernes, 1 de octubre de 2021 4:51 p. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. 
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: adriana.moreno.abogada@gmail.com <adriana.moreno.abogada@gmail.com>; 
sergioisazasanchez1965@gmail.com <sergioisazasanchez1965@gmail.com>; Maria Cristina Munoz 
Arboleda <mcmunoz@procuraduria.gov.co>; droasalazar@yahoo.com <droasalazar@yahoo.com>
Asunto: Contestación demanda Proceso No. 11001334204620210003500 Dte Sergio Isaza Sánchez, 
Ddo Nación Ministerio de Salud y Protección social y Otro.

Bogotá, D.C. 1 de octubre de 2021

Doctor
ELKIN ALONSO RODRIGUEZ RODRIGUEZ
Juez 46 Administrativa Oral del Circuito Judicial



correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
Bogotá, D.C

REFERENCIA: Radicado No: 110013342 046 2021 00035 00
                          Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento Del Derecho

            Demandante: Sergio Isaza Sánchez
             Demandados: Nación Ministerio de Salud y Protección social 

y Otro.

Asunto: Envío Contestación Demanda, Poder, Tarjeta Profesional e informo los 
correos electrónicos para notificaciones judiciales.

Cordial saludo:

Diana Marcela Roa Salazar, identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.056.808 
de Bogotá, Tarjeta Profesional 87.504 del C.S.J, en mi calidad de apoderada del 
Ministerio de Salud y Protección Social, conforme al poder que se adjunta con el 
presente correo y estando dentro del termino legal para contestar la demanda del 
proceso del asunto, por medio del presente correo, me permito allegar:  

1.)  Contestación de la demanda: Proceso No. 110013342 046 2021 00035 00, 
Demandante Sergio Isaza Sánchez , Demandados Ministerio de Salud y Protección 
Social y Otros.

2.)  Poder General

3) Tarjeta profesional.

La suscrita, recibe notificaciones en los 
correos electrónicos  droa@minsalud.gov.co y/o droasalazar@yahoo.com, así mismo 
en el celular 315 374 89 01. 

Finalmente, dando cumplimiento a lo dispuesto en el art. 186 del CPACA y en 
concordancia con el num. 14 del art. 78 del CGP, y el  Decreto 806 del 2020, se 
realiza el envío del presente correo al apoderado de la parte demandante, al 
demandante a sus correos electrónicos que se evidencian en la demanda, 
adriana.moreno.abogada@gmail.com, sergioisazasanchez1965@gmail.com, a la 
codemandada njudiciales@invima.gov.co y a la Procuradora 79 Judicial I 
Administrativa de Bogota, a su correo mcmunoz@procuraduria.gov.co 

Gracias por su atención

Cordialmente,



Diana Marcela Roa Salazar
C.C. 52.056.808
T.P .87.504
Dirección Jurídica - Grupo Defensa Legal
droa@minsalud.gov.co
Tel: 315 374 89 01
Carrera 13 No. 32 – 76. Bogotá, D. C.
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Doctor 
ELKIN ALONSO RODRIGUEZ RODRIGUEZ 
Juez 46 Administrativa Oral del Circuito Judicial 
Bogotá, D.C 
 
 
REFERENCIA: Radicado No: 110013342 046 2021 00035 00 
            Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

           Demandante: Sergio Isaza Sánchez 
            Demandados: la Nación Ministerio de Salud y Protección social y otros. 

 
Respetado Señor Juez: 
 
DIANA MARCELA ROA SALAZAR, mayor de edad, vecina de la ciudad de Bogotá D.C., 
identificada con cédula de ciudadanía número 52.056.808  de Bogotá, abogada en ejercicio, con 
tarjeta profesional No. 87504 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre y 
representación de la NACIÓN - MINISTERIO DE  SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, de acuerdo 
al poder conferido, y actuando dentro de la oportunidad legal, me permito dar contestación a la 
demanda y la subsanación de la misma instaurada por el señor SERGIO ISAZA SANCHEZ  por 
lo que solicito tener en cuenta las consideraciones y apreciaciones que se desarrollaran 
posteriormente. 
 

I.FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

 
Frente a las declaraciones y condenas solicitadas por la parte demandante, es preciso manifestar 
que me opongo a todas y cada una de ellas, en atención a que no existe soporte factico ni jurídico 
para endilgar responsabilidades a mi poderdante, sobre situaciones ajenas a sus competencias, 
teniendo en cuenta que los actos aquí demandados, así como la actuación derivada de cada uno 
de los mismos, fueron surtidas por una entidad totalmente diferente al ente que represento.   
 
En efecto los actos administrativos objeto del presente medio de control, fueron expedidos por el 
Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos INVIMA en uso de sus facultades 
y competencias legales, sin que el Ministerio de Salud y Protección Social haya  intervenido en 
la expedición de los mismos, por consiguiente mi representada, no puede entrar a responder por 
las actuaciones desplegadas por una entidad que cuentan, con personería jurídica, autonomía 
administrativa y patrimonio independiente. 
 
Finalmente, es pertinente aclarar que no es posible como erróneamente lo pretende el apoderado 
de la parte actora, que mi prohijado asuma una serie de responsabilidades que no se encuentran 
en cabeza suya. 
 

II. FRENTE A LOS HECHOS 
 

 
En lo concerniente a los hechos de la demanda, vale la pena anotar que lo manifestado por la 
parte actora, NO LE CONSTA a mi representada, toda vez que el señor SERGIO ISAZA SAN-
CHEZ, no laboro para el Ministerio de Salud y Protección Social, además este ente ministerial no 
fue la entidad que expidió los actos administrativos demandados, por medio de los cuales se 
efectuó la evaluación definitiva del periodo de prueba en carrera administrativa del demandante, 
lo declaró insubsistente y la que resolvió el recurso de reposición instaurado por la parte actora, 
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mismos que fueron proferidos por el Director General del Instituto Nacional de Vigilancia, de Me-
dicamentos y Alimentos INVIMA, expedidos en ejercicio de sus funciones. 
 
Resulta evidente de los mismos hechos narrados en la demanda, que la causa directa, eficaz, 
eficiente y determinante del presente medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 
radica en un hecho totalmente ajeno a las competencias y funciones propias del Ministerio de 
Salud y Protección Social, toda vez que los actos administrativos acusados fueron expedidos por 
el Instituto Nacional de Vigilancia, de Medicamentos y Alimentos INVIMA, y no por Ministerio de 
Salud y Protección Social, lo que lo excluye totalmente de cualquier juicio de responsabilidad por 
inexistencia del nexo o relación causal. 
 
 

III. FUNDAMENTOS Y RAZONES DE DEFENSA. 
 
En la controversia que hoy nos ocupa, manifiesta el actor que el Instituto Nacional de Vigilancia, 
de Medicamentos y Alimentos INVIMA, le causo perjuicios al proferir las Resoluciones a través 
de los cuales efectuó la evaluación definitiva del periodo de prueba en carrera administrativa del 
señor Sergio Isaza Sánchez, se declaró insubsistente y se resolvió el recurso de reposición 
instaurado por la parte actora- 
 
- NATURALEZA JURÍDICA Y FUNCIONES DEL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN 
SOCIAL 
 
Teniendo que en el escrito contentivo del escrito de demanda, se indica que uno de los Entes 
llamado a comparecer es el Ministerio de Salud y Protección Social, se ha de indicar que éste es 
un organismo perteneciente a la Rama Ejecutiva del poder público, cuyas funciones se encontra-
ban expresamente consagradas en las disposiciones legales, especialmente en las contenidas 
en las leyes 10 de 1990, 100 de 1993, 489 de 1998 y 715 de 2001, Decreto 205 de 2003 (Dero-
gado por el Decreto 4107 de 2011) y el Decreto 2562 de 2012.  
 
En el año de 2011, a partir de la Ley 1444 de 2011, se dispuso la escisión del Ministerio de 
Protección Social, los objetivos y funciones asignadas al Viceministerio de Salud y Bienestar y 
los temas relacionados al mismo, así como las funciones asociadas al Viceministerio Técnico. 
 
En atención de lo anterior, el Presidente de la República en ejercicio de las facultades extraordi-
narias conferidas en el literal b) del artículo 18 de la Ley 1444 de 2011, expidió el Decreto 4107 
de 2011 “Por el cual se determinan los objetivos y la estructura del Ministerio de Salud y Protec-
ción Social y se integra del Sector Administrativo de Salud y Protección Social”. 
 
Dicha norma, en su artículo 1 establece que el Ministerio de Salud y Protección Social tendrá 
como objetivos, dentro del marco de sus competencias, formular, adoptar, dirigir, coordinar, eje-
cutar y evaluar la política pública en materia de salud, salud pública, y promoción social en salud, 
y participar en la formulación de las políticas en materia de pensiones, beneficios económicos 
periódicos y riesgos profesionales, lo cual se desarrollará a través de la institucionalidad que 
comprende el sector administrativo.  
 
Así mismo, determina que el Ministerio de Salud y Protección Social dirigirá, orientará, coordinará 
y evaluará el Sistema General de Seguridad Social en Salud y el Sistema General de Riesgos 
Profesionales, en lo de su competencia, adicionalmente formulará, establecerá y definirá los li-
neamientos relacionados con los sistemas de información de la Protección Social.  
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De lo anterior se colige que el Ministerio de Salud y Protección Social jamás intervino directa-
mente ni indirectamente, en la expedición de los actos administrativos acusados y que dadas las 
circunstancias del caso específico que nos ocupa, es improcedente acceder a cualquier tipo de 
condena respecto de las pretensiones de la parte demandante, en razón a que lo exigido no 
tienen sustento legal frente al Ministerio de Salud y Protección Social. 
 
 
- NATURALEZA JURÍDICA Y FUNCIONES INSTITUTO NACIONAL DE VIGILANCIA DE 
MEDICAMENTOS Y ALIMENTOS –INVIMA. 
 
El artículo 245 de la ley 100 de 1993 creo al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos INVIMA como un establecimiento público del orden nacional, adscrito al Ministerio de 
Salud, con personería jurídica, patrimonio independiente y autonomía administrativa, cuyo objeto 
es la ejecución de las políticas en materia de vigilancia sanitaria y de control de calidad de 
medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos 
médico-quirúrgicos, odontológicos, productos naturales homeopáticos y los generados por 
biotecnología, reactivos de diagnóstico, y otros que puedan tener impacto en la salud individual y 
colectiva.  
 
Así mismo, la norma ibidem dispuso que el gobierno Nacional reglamentaría el régimen de 
registros y licencias, así como el régimen de vigilancia sanitaria y control de calidad de los 
productos de qué trata el objeto del Invima, dentro del cual establecerá las funciones a cargo de 
la nación y de las entidades territoriales, de conformidad con el régimen de competencias y 
recursos.  
 
En desarrollo de lo anterior, el Decreto 2078 de 2012 “Por el cual se establece la estructura del 
Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos (Invima), y se determinan las 
funciones de sus dependencias., (decreto derogatorio del Decreto 1290 de 1994 excepto su 
artículo 18, que precisaba las funciones del INVIMA y establecía su organización básica)  
 
El mencionado Decreto 2078 en su Artículo 1° estable la naturaleza jurídica del INVIMA, 
señalando que es un establecimiento público del orden nacional, de carácter científico y 
tecnológico, con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, 
adscrito al Ministerio de Salud y Protección Social y perteneciente al Sistema de Salud.  

A renglón seguido en su artículo 2° establece que  tiene como objetivo actuar como institución de 
referencia nacional en materia sanitaria y ejecutar las políticas formuladas por el Ministerio de 
Salud y Protección Social en materia de vigilancia sanitaria y de control de calidad de los 
medicamentos, productos biológicos, alimentos, bebidas, cosméticos, dispositivos y elementos 
médico-quirúrgicos, odontológicos, productos naturales homeopáticos y los generados por 
biotecnología, reactivos de diagnóstico, y otros que puedan tener impacto en la salud individual y 
colectiva de conformidad con lo señalado en el artículo 245 de la Ley 100 de 1993 y en las demás 
normas que la modifiquen, adicionen o sustituyan.  
 
Así mismo, la norma ibídem en su artículo 4° entre otras funciones, determinó que le corresponde: 
 
(…) 
 
3. Identificar y evaluar las infracciones a las normas sanitarias y a los procedimientos 
establecidos, adelantar las investigaciones a que haya lugar y aplicar las medidas sanitarias y las 
sanciones que sean de su competencia, de conformidad con la Ley 9ª de 1979 y demás normas 
reglamentarias. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0009_1979.html#Inicio
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(…)” 
 
Precisado lo anterior, y antes de continuar con el desarrollo normativo que regula la competencia 
del INVIMA frente a la fabricación y procesamiento de los alimentos, se debe resaltar que la ley 
9 de 1979  “Por el cual se dictan medidas sanitarias” norma conocida como el código sanitario,  
en su título V, se ocupó de regular el tema de la producción, manipulación, elaboración, 
transformación, fraccionamiento, conservación, almacenamiento, transporte, expendio, consumo, 
importación o exportación de alimentos así como el transporte relacionado con ellos. 
 
Posteriormente, la Ley 1122 de 2007 “Por la cual se hacen algunas modificaciones en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones”, en su artículo 34 dispuso 
que le correspondía al INVIMA como autoridad sanitaria nacional además de las competencias 
dispuestas en otras disposiciones: 
 

“a) La evaluación de factores de riesgo y expedición de medidas sanitarias relaciona-
das con alimentos y materias primas para la fabricación de los mismos; 
 
b) La competencia exclusiva de la inspección, vigilancia y control de la producción y 
procesamiento de alimentos, de las plantas de beneficio de animales, de los centros 
de acopio de leche y de las plantas de procesamiento de leche y sus derivados, así 
como del transporte asociado a estas actividades; 
 
c) La competencia exclusiva de la inspección, vigilancia y control en la inocuidad en 
la importación y exportación de alimentos y materias primas para la producción de los 
mismos, en puertos, aeropuertos y pasos fronterizos, sin perjuicio de las competen-
cias que por ley le corresponden al Instituto Colombiano Agropecuario, ICA. Corres-
ponde a los departamentos, distritos y a los municipios de categorías 1ª 2ª, 3ª y es-
pecial, la vigilancia y control sanitario de la distribución y comercialización de alimen-
tos y de los establecimientos gastronómicos, así como, del transporte asociado a di-
chas actividades. Exceptúase del presente literal al departamento archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina por tener régimen especial;” 

 
Por su parte, la Resolución 2674 de 2013 “Por la cual se reglamenta el artículo 126 del Decreto 
Ley 019 de 2012 y se dictan otras disposiciones”, estableció los requisitos sanitarios que deben 
cumplir las personas naturales y/o jurídicas que ejercen actividades de fabricación, 
procesamiento, preparación, envase, almacenamiento, transporte, distribución y comercialización 
de alimentos y materias primas de alimentos y los requisitos para la notificación, permiso o 
registro sanitario de los alimentos, según el riesgo en salud pública, con el fin de proteger la vida 
y la salud de las personas, de conformidad con la reglamentación que expida el Ministerio de 
Salud y Protección Social. 
 
Es importante señalar que artículo 126 del Decreto Ley 019 establece que los alimentos que se 
fabriquen, envasen o importen para su comercialización en el territorio nacional, requerirán de 
notificación sanitaria, permiso sanitario o registro sanitario, según el riesgo de estos productos en 
salud pública, de conformidad con la reglamentación que expida el Ministerio de Salud y 
Protección Social.  
 
Por último, el artículo 52 de la mencionada Resolución 2674 de 2013, frente al proceso 
sancionatorio establece:  
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“Las autoridades sanitarias podrán adoptar medidas de seguridad e imponer las sanciones 
correspondientes, de conformidad con lo establecido en la Ley 09 de 1979, siguiendo el 
procedimiento contemplado en la Ley 1437 de 2011 y las normas que lo modifiquen, adicionen o 
sustituyan.” 
 
DEL CONTROL TUTELAR DEL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL 
RESPECTO DEL INSTITUTO NACIONAL DE VIGILANCIA DE ALIMENTOS Y 
MEDICAMENTOS -INVIMA. 
 
Corresponda al señor ministro ejercer control tutelar sobre las entidades descentralizadas 
adscritas o vinculadas; dicho control se encuentra previsto en el artículo 103 y siguientes de la 
ley 489 de 1998, así:  

 
“Artículo 103. Titularidad del control. El Presidente de la República como suprema 
autoridad administrativa y los ministros y directores de Departamento Administrativo, 
ejercerán control administrativo sobre los organismos o entidades que conforman la 
Administración Pública. 
 
Artículo 104. Orientación y la finalidad. El control administrativo que de acuerdo con 
la ley corresponde a los ministros y directores de los departamentos administrativos 
se orientará a constatar y asegurar que las actividades y funciones de los organismos 
y entidades que integran el respectivo sector administrativo se cumplan en armonía 
con las políticas gubernamentales, dentro de los principios de la presente ley y de 
conformidad con los planes y programas adoptados. (Resaltado nuestro) 
 
Artículo 105. Control administrativo. El control administrativo sobre las entidades 
descentralizadas no comprenderá la autorización o aprobación de los actos 
específicos que conforme a la ley competa expedir a los órganos internos de esos 
organismos y entidades”.  

 
En el caso específico del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos INVIMA, 
el Ministerio de Salud y Protección Social, se encarga de impartir lineamientos sanitarios en 
materia de vigilancia y de control de calidad de los productos señalados en el artículo 245 de la 
Ley 100 de 1993. Sin embargo, estos lineamientos obedecen a normas, reglamentos técnicos, 
circulares, directrices etc; pero no interviene en el manejo administrativo de ese instituto. 
 
En este orden de ideas, si bien existe un control tutelar sobre el Instituto Nacional de Vigilancia, 
de Medicamentos y Alimentos INVIMA, este está destinado sólo a asegurar y constatar que las 
funciones que adquiera esta entidad por especialidad se cumplan en armonía con las políticas 
gubernamentales, sin tener facultad legal para extender su autoridad respecto a su autonomía 
administrativa y presupuestal.  
 

IV.EXCEPCIONES. 
 

 
1.FALTA DE LEGITIMACION EN LA CAUSA POR PASIVA. 
 
En presente caso, los hechos se relacionan con la expedición de las Resoluciones  No. 
2020018543 de 08 de junio de 2020, por medio de la cual fue declarado insubsistente el 
nombramiento del señor SERGIO ISAZA SANCHEZ, la No. 2020025452 del 4 de agosto de 2020, 
a través de la cual se resolvió el recurso de reposición interpuesto por la parte demandante y la 
que efectuó la evaluación definitiva del periodo de prueba en carrera administrativa del 
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demandante, proferidos por el Director General del Instituto Nacional de Vigilancia, de 
Medicamentos y Alimentos INVIMA, expedidos en ejercicio de sus funciones. 
 
Siendo así, la Nación - Ministerio de Salud y Protección Social, como organismo oficial de carácter 
nacional, por disposición constitucional y legal, no puede asumir las funciones asignadas a otras 
entidades u organismos, actuar de esa manera implicaría una extralimitación en el ejercicio de 
sus propias competencias (artículos 6º y 121 de la Carta Política). 
 
Vale la pena anotar que el demandante equivocadamente pretende que el Ministerio de Salud y 
Protección Social, asuma competencias que claramente no están dentro de su radio de acción, 
endilgándole funciones de que no se encuentran asignadas a este ente ministerial, lo que deja 
claro que el ente que represento no está legitimado para atender las pretensiones incoadas en la 
demanda presentada ante este Despacho. 
 
En consecuencia, y como quiera que los presuntos hechos se relacionan directamente con el 
Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, INVIMA, no con la Nación - 
Ministerio de Salud y Protección Social, este último no debe ser legalmente vinculado como parte 
pasiva.  
 
Al respecto el Consejo de Estado, en sentencia del diez (10) de febrero de 2016 dentro del 
proceso radicado No. 250002326000200400824 01 (36326) Actor: Transportes Carlos López 
Ltda., Demandado: Zona Franca de Bogotá S.A. y Otro, se refiero a la legitimidad en la causa por 
pasiva de hecho y a la legitimación material así: 
 

“(...) la legitimación en la causa de hecho alude a la relación procesal existente entre 
demandante - legitimado en la causa de hecho por activa - y demandado - legitimado 
en la causa de hecho por pasiva - y nacida con la presentación de la demanda y con 
la notificación del auto admisorio de la misma a quien asumirá la posición de 
demandado, dicha vertiente de la legitimación procesal se traduce en facultar a los 
sujetos litigiosos para intervenir en el trámite del plenario y para ejercer sus derechos 
de defensa y de contradicción; la legitimación material, en cambio, supone la conexión 
entre las partes y los hechos constitutivos del litigio, ora porque resultaron 
perjudicadas, ora porque dieron lugar a la producción del daño.  
 
De ahí que un sujeto pueda estar legitimado en la causa de hecho pero carecer de 
legitimación en la causa material, lo cual ocurrirá cuando a pesar de ser parte dentro 
del proceso no guarde relación alguna con los intereses inmiscuidos en el mismo, por 
no tener conexión con los hechos que motivaron el litigio, evento éste en el cual las 
pretensiones formuladas estarán llamadas a fracasar puesto que el demandante 
carecería de un interés jurídico perjudicado y susceptible de ser resarcido o el 
demandado no sería el llamado a reparar los perjuicios ocasionados a los actores1. 
 
En suma, en un sujeto procesal que se encuentra legitimado de hecho en la causa no 
necesariamente concurrirá, al mismo tiempo, legitimación material, pues ésta 
solamente es predicable respecto de quienes participaron realmente en los hechos 

                                                 
1 A propósito de la falta de legitimación en la causa material por activa, la Sección ha sostenido que “… si la falta recae en el 

demandante, el demandado tiene derecho a ser absuelto pero no porque él haya probado un hecho nuevo que enerve el contenido 
material de las pretensiones sino porque quien lo atacó no es la persona que frente a la ley tiene el interés sustantivo para hacerlo —
no el procesal—”. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del veinte (20) de septiembre 
de dos mil uno (2001); Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez; Radicación: 10973. 
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que han dado lugar a la instauración de la convocatoria o, en general, respecto de los 
titulares de las correspondientes relaciones jurídicas sustanciales (…)”  

 
Como se puede verificar, TODOS LOS ACTOS DEMANDADOS, cuya nulidad se pretende y de 
cuya supuesta ilicitud persigue la parte actora el restablecimiento del derecho fueron proferidos 
por el Director General del Instituto Nacional de Vigilancia, de Medicamentos y Alimentos INVIMA, 
expedidos en ejercicio de sus funciones, y NO POR EL MINISTERIO DE SALUD Y 
PROTECCIÓN SOCIAL. 
 
De igual manera, y revisados los 29 hechos relatados por la actora en la demanda, se puede 
concluir que la censura en contra de los actos demandados por parte de la parte demandante 
está centrada en su totalidad en atacar la actuación administrativa adelantada por el Director 
General del Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, INVIMA.  
 
Así pues, considerando los hechos en que se funda la acción, y los actos administrativos que se 
señalan como afectados en su legalidad, se concluye que el MINISTERIO DE SALUD Y 
PROTECCIÓN SOCIAL no está legitimada en la causa por el extremo pasivo de esta acción, 
toda vez que ella NO ES LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA QUE HA EXPEDIDO LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS CUYA NULIDAD SE DEMANDA, y cuya supuesta ilicitud originaría 
un eventual derecho al restablecimiento del derecho de la actora. 
 
Se precisa aquí que cuando quien comparece al proceso nada tiene que ver con los hechos u 
omisiones que supuestamente generaron el daño, esto es en el caso del medio de control de 
nulidad y restablecimiento del derecho, la expedición de los actos administrativos demandados, 
no podrá haber un pronunciamiento de fondo respecto del demandado que no generó la actuación 
administrativa que dio lugar a la interposición de la demanda. 
 
Baso la presente exceptiva, en el hecho que el apoderado de la activa, pretende que, el Ministerio 
de Salud y Protección Social responda por las decisiones adoptadas en unos actos 
administrativos expedidos por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, 
INVIMA, entidad que en uso de sus facultades legales adopto ciertas medidas, con ocasión de 
un proceso en el cual no intervino de manera alguna el Ministerio que represento, por lo cual no 
es la entidad competente para acudir al presente proceso como demandado, máxime cuando los  
mencionados actos acusados no fueron expedidos  por este ente ministerial, así como tampoco 
existe conocimiento acerca de las motivaciones ni fundamentos de los mismos.   

En este orden de ideas, no es procedente endilgar responsabilidades ajenas al Ministerio que 
represento, por lo cual desde ahora ruego al Señor Juez, atender la presente exceptiva y absolver 
de todas y cada una de las pretensiones presentadas por el extremo activo.    

2. INEXISTENCIA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS PROFERIDOS POR EL MINISTERIO 
DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL. 
 
Una vez efectuado el análisis correspondiente en los fundamentos de hecho y de derecho que 
desvirtúan la responsabilidad y/o injerencia de esta Cartera Ministerial, en la expedición de los 
actos administrativos que se demandan ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y 
respecto de las cuales se pretende el restablecimiento de los derechos que el demandante estima 
vulnerado o desconocido, es de vital importancia resaltar que de entrada, el medio de control que 
se pretende invocar es improcedente, respecto de mi prohijado, toda vez que tal y como lo 
manifiesta el demandante, estos no fueron proferidos por el Ministerio de Salud y Protección So-
cial, por tal razón, y, en consideración a que no existe Acto Administrativo alguno del que se 
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pueda dar lugar a la declaratoria de nulidad que se pretende y menos aún al restablecimiento del 
derecho implorado.  
 
Lo anterior, en consideración a que tal y como es expuesto por la parte demandante, el Ministerio 
de Salud y Protección Social, no tuvo injerencia alguna en la expedición de los actos administra-
tivos aquí demandados. 
 
En consecuencia, a este Ministerio no les es dable, revocar y/o modificar las resoluciones de-
mandadas, ya que no fue la entidad de orden nacional que los emitio.  
 
Resulta importante destacar que dentro de la estructura del Acto Administrativo, cobra legitimidad 
LA COMPETENCIA como fuente de autoridad, pues a partir de ahí se materializa el principio de 
legalidad como piedra angular dentro del Estado Social de Derecho que pregona nuestra Consti-
tución; así las cosas y de acuerdo a las competencias otorgada por la Constitución y la Ley, mal 
haría esta Cartera Ministerial atender los argumentos esbozados por la parte demandante, pues 
eso traduce una transgresión al principio del derecho según el cual, los administrados pueden 
ejecutar todas aquellas actuaciones que no le están legalmente prohibidas, mientras la adminis-
tración únicamente puede realizar aquellas actuaciones que le están expresamente señaladas en 
la ley.  
 
3. INEXISTENCIA DE CAUSAL DE NULIDAD Y EN CONSECUENCIA AUSENCIA DE TITULO 
JURIDICO QUE FUNDAMENTE EL RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

  
Analizado los hechos y pretensiones de la demanda, no existe ninguna causal de nulidad que 
afecte la presunción de legalidad de los actos administrativos demandados, ya que fueron 
expedidos con sujeción a las disposiciones legales vigentes. 
 
Como se ha dicho, tratándose de la validez del acto administrativo, la pérdida de fuerza ejecutoria 
de este depende del pronunciamiento de la jurisdicción contenciosa administrativa, declarando 
que el acto viola alguno de sus presupuestos de legalidad, y por tanto, no puede seguir vertiendo 
sus efectos en el mundo jurídico (Jaime Orlando Santofimio, Tomo II, acto Administrativo, pág. 
333.) 
 
Cualquier vía que persiga la invalidez del acto debe, entonces demostrar la existencia de 
irregularidades y vicios del acto que se enmarquen dentro de una causal genérica susceptible de 
ser denominada como “violación al bloque de legalidad”. En efecto, Las causales de nulidad en 
el fondo se pueden resumir en la genérica violación de la ley. (Ernst Forsthoff; Tratado de Derecho 
Administrativo; Madrid, Instituto de Estudios Políticos, Pág. 307) 
 
De la lectura de los actos administrativos demandados, se tiene que no existe causal de nulidad 
ninguna contenida en el bloque de legalidad que sea predicable de los actos demandados; toda 
vez que se encuentra con absoluta nitidez, establecida la competencia del funcionario que los 
expidió; la expedición de los mismos ha sido absolutamente regular, con observancia a las 
normas superiores en las que se fundan; el reconocimiento del derecho de defensa de la 
demandada y su debida notificación; así como expedidos de una motivación verídica y acertada, 
que no permite la configuración de defectos en la motivación ni desviación de poder. 
 
Frente a la causal de nulidad denominada falsa motivación, ha precisado el honorable Consejo 
de Estado de la siguiente forma: 
  

“Para que prospere la pretensión de nulidad de un acto administrativo con 
fundamento en la causal denominada falsa motivación es necesario que se 
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demuestre una de dos circunstancias: a) O bien que los hechos que la Administración 
tuvo en cuenta como motivos determinantes de la decisión no estuvieron 
debidamente probados dentro de la actuación administrativa; o b) Que la 
Administración omitió tener en cuenta hechos que sí estaban demostrados y que si 
hubiesen sido considerados habrían conducido a una decisión sustancialmente 
diferente. Ahora bien, los hechos que fundamentan la decisión administrativa deben 
ser reales y la realidad, por supuesto, siempre será una sola. Por ende, cuando los 
hechos que tuvo en cuenta la Administración para adoptar la decisión no existieron o 
fueron apreciados en una dimensión equivocada, se incurre en falsa motivación 
porque la realidad no concuerda con el escenario fáctico que la Administración 
supuso que existía al tomar la decisión.”[1] (Subraya fuera de texto) 
  

De acuerdo al antecedente jurisprudencial citado, se desprende que la denominada falsa 
motivación de los actos administrativos existe cuando la decisión fue motivada o sustentada 
basándose en hechos inexistentes o cuando estos hechos que motivaron la decisión se 
analizaron equivocadamente desde el punto de vista jurídico. 
  
De esta forma, la administración puede incurrir en un error de hecho al motivar el acto 
administrativo basándose en hechos inexistentes o no probados y en un error de derecho al dar 
una equivocada aplicación de las normas en las cuales debe fundamentar su decisión. De esta 
manera los errores de hecho y de derecho, como modalidades de la falsa motivación son 
inexistentes en la expedición de los actos administrativos demandados. 
  
De la misma manera, se observa como el demandante, durante toda la actuación administrativa, 
la cual se ajustó al procedimiento previamente establecido, tuvo oportunidad de ejercer su 
derecho de defensa presentando argumentos en contra de los cargos e interponiendo los 
recursos otorgados por el Código Contencioso Administrativo, razón por la cual, no se vulneró el 
derecho al debido proceso. 
  
En consecuencia, ajustados los actos demandados a la Constitución y la Ley, están llamados a 
desarrollar sus efectos en el mundo jurídico y así deben reconocerse. 
  
4. LA INNOMINADA 
 
Ruego a la Juez dar aplicabilidad a lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011, en su artículo 187 que 
dice: 
 

“ (....) En la sentencia se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquier 
otra que el fallador encuentre probada”.  (destaco). 
 

 
 

V. PETICIÓN 
 
 
Por las razones de hecho y de derecho expuestas en esta defensa, respetuosamente solicito al 
señor Juez no acceder a las pretensiones de la demanda en relación con mi representada la 
Nación-Ministerio de Salud y Protección Social y declarar probadas las excepciones propuestas.  
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VI. PRUEBAS 
 
 
Téngase como prueba documental la que se relaciona a continuación:  
 
1. Las aportadas al proceso por el actor 
2. Las normas vigentes sobre la materia, las cuales por ser del orden nacional no requieren ser 

aportadas.  
 

VIII. ANEXOS 
 

 
- Poder General otorgado el 12 de febrero de 2020 mediante escritura pública No. 822 en la 
Notaria 38 del Círculo de Bogotá D.C., legalmente suscrita por la Directora Jurídica del Ministerio 
de Salud y Protección Social. 
 
En la citada escritura se destacan los apartes de la Resolución No. 1960 de 2014 “Por medio 
del cual se efectúan unas delegaciones y se regula la constitución de apoderados para la 
representación judicial y extrajudicial del Ministerio de Salud y Protección Social”, así como lo 
relacionado con el Decreto No. 4107 de 2011, en lo que atañe a las funciones del Ministerio de 
Salud y Protección Social, al igual que la Resolución 4479 de 2018 “Por la cual se efectúa un 
nombramiento ordinario”, como también el Acta de posesión de la Doctora ANDREA 

ELIZABETH HURTADO NEIRA, Directora Jurídica. 
 

 
IX. NOTIFICACIONES 

 
 
La demandada, Nación - Ministerio de Salud y Protección Social y la suscrita apoderada, 

recibiremos notificaciones en la Carrera 13 No. 32-76 Piso 10, Edificio Urano, Bogotá D.C. 
 
Correos electrónicos: droa@minsalud.gov.co; y droasalazar@yahoo.com. 

 
Teléfono: 330 50 50 Ext 5084 
Celular:    315 374 8901 
 
 
Del Honorable Juez, con las más altas consideraciones de respeto, 
 

 
DIANA MARCELA ROA SALAZAR 
C.C. 52.056.808 de Bogotá 
TP. 87.504 del C.S.J 
Correo electrónico: droa@minsalud.gov.co. 
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